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QUINTA SALA ESPECIALIZADA EN MATERIA CIVIL Y MERCANTIL DEL 

TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DEL ESTADO.- Cancún, Quintana 

Roo, a veintiocho de marzo del año dos mil diecinueve.  

 

VISTO.- Para resolver el Toca Civil cuyos datos al rubro se citan, formado 

con motivo del recurso de apelación interpuesto por la parte actora, en 

contra de la sentencia definitiva de fecha veintiocho de septiembre del 

año mil dieciocho, dictada por la **** ******* ***** ** ******* ********* *** 

******** ******** ** ******* ******** ***, en los autos del Juicio Ordinario Civil al 

rubro citado, y; 

 

R E S U L T A N D O 

 

1.-  Los puntos resolutivos de la sentencia impugnada son del tenor literal 

siguiente: 

 

“… - - - PRIMERO.- ES FUNDADO el JUICIO ORDINARIO CIVIL 

promovido por el ciudadano ***** ****** ******, en su carácter de 

Apoderado General del ********* *** ***** ******** ** ** ******** **** *** 

************ contra la ciudadana ****** ***** *******, atento el 

Considerando V de esta resolución. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 

- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - SEGUNDO.- SE DECLARA  el 

vencimiento anticipado del Contrato de Apertura de Crédito Simple con 

Garantía Hipotecaria contenido en la Escritura Pública número ****** 

**** *** ****** ******* * *****, de fecha dieciocho de septiembre de mil 

novecientos noventa y siete, así como la cancelación del crédito 

**********, asignado a dicha operación crediticia. - - - - - - - - - - - - - - - - - 

- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - TERCERO.- SE CONDENA a ****** 

***** *******, a pagar a la  actora el monto de 155.5850 (Ciento 



 

 

 

 

 

 

cincuenta y cinco punto cinco mil ochocientos cincuenta) veces el 

salario mínimo mensual, en el Distrito Federal, equivalente en Moneda 

Nacional a la cantidad de $331,557.86 (TRESCIENTOS TREINTA Y 

UN MIL QUINIENTOS CINCUENTA Y SIETE PESOS 86/100 

MONEDA NACIONAL) en concepto de suerte principal. - - - - - - - - - - - 

- - - - - - - - - - - CUARTO.- SE CONDENA a la demandada ****** ***** 

*******, a pagar a la parte actora el monto 50.4130 (Cincuenta punto 

cuatro mil ciento treinta) veces el salario mínimo mensual, en el Distrito 

Federal, equivalente en Moneda Nacional a la cantidad de $107,432.12 

(CIENTO SIETE MIL CUATROCIENTOS TREINTA Y DOS PESOS 

12/100 MONEDA NACIONAL), en concepto de intereses ordinarios 

devengados y no cubiertos que se dejaron de pagar, más los que se 

sigan generando hasta la total liquidación del crédito, conforme al 

documento base de la acción, previa formulación y comprobación 

conforme a derecho en la interlocutoria respectiva. - - - - - - - - - - - - - - - 

- - - QUINTO.- SE CONDENA a la parte demandada al pago de los 

intereses moratorios vencidos, más los que se sigan generando, 

según la tasa pactada en el documento base de la acción, previa 

formulación y comprobación conforme a derecho en la interlocutoria 

respectiva. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 

- - - SEXTO.- SE CONDENA a la parte demandada al pago de los 

gastos y costas generados en el presente juicio, previa  formulación y 

comprobación conforme a derecho. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 

- - - SÉPTIMO.- SE ABSUELVE a la parte demandada de la prestación 

marcada como F) de su escrito inicial, en base a lo plasmado en la 

parte final del considerando V de la presente resolución. - - - - - - - - - - - 

- - - OCTAVO.- SE ABSUELVE a **** ****** ***** ******, de las 

prestaciones que se le reclamaron, acorde a lo plasmado en la parte 

final del considerando V de la presente sentencia. - - - - - - - - - - - - - - 

NOVENO.- NOTIFIQUESE PERSONALMENTE Y CUMPLASE.- …“ 

 

2. Inconforme con la resolución anterior, la parte actora interpuso recurso de 

apelación, mismo que previa substanciación legal, se dejó en estado de 

dictar sentencia la que ahora se pronuncia de acuerdo a los siguientes: 

 

C O N S I D E R A N D O S 

PRIMERO. COMPETENCIA 

 

Esta Autoridad es competente para conocer el presente asunto, en términos 

de los artículos 98 y 99 de la Constitución Política del Estado Libre y 

Soberano de Quintana Roo, 2, 11 y 31 de la Ley Orgánica del Poder Judicial 

del Estado de Quintana Roo y atendiendo a los Acuerdos 
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TSJQROO/ORD/3/2017 y TSJQROO/ORD/4/2017 ambos de la Sesión del 

Pleno del Tribunal Superior de Justicia del Estado del seis de octubre del año 

dos mil diecisiete,  por virtud de los cuales, a partir del día nueve de octubre 

del citado  año, a raíz de la reorganización de las Salas de este H. Tribunal, la 

Quinta Sala especializada en Materia Civil conoce de las materias civil y 

mercantil, motivo por el cual su denominación actual es 5ª SALA 

ESPECIALIZADA EN MATERIA CIVIL Y MERCANTIL, con sede en la 

ciudad de Cancún, Quintana Roo; y competencia territorial en los 

Distritos Judiciales de Solidaridad, Cozumel, Cancún, Isla Mujeres y 

Lázaro Cárdenas. 

 

SEGUNDO. EXPRESIÓN DE AGRAVIOS 

 

1.- La parte recurrente dentro del término de Ley expresó como agravios los 

que se contienen en su escrito respectivo, los que no se transcriben, pero se 

tienen por reproducidos en este apartado y serán tomados en consideración 

con posterioridad en el cuerpo de la presente resolución, sin que ello depare 

perjuicio alguno al apelante en los términos de la tesis jurisprudencial que a 

continuación se cita: “AGRAVIOS. LA FALTA DE TRANSCRIPCIÓN DE 

LOS MISMOS EN LA SENTENCIA, NO CONSTITUYE VIOLACIÓN DE 

GARANTÍAS”. Octavo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer 

Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Octava Época, Tomo: 

XII, Noviembre de 1993, Página: 288. 

 

2.- De las constancias de autos que integran el expediente original, a las que 

se les concede pleno valor probatorio en términos del artículo 406 del 

Código de Procedimientos Civiles, se advierte que en el presente recurso, la 

apelante expresó como único agravio, que la sentencia recurrida, viola en 

perjuicio de su poderdante lo dispuesto en los artículos 25, 74 y 75 del 

Código de Procedimientos Civiles y 744 del Código Civil, ambos del Estado 

de Quintana Roo, en el sentido de que la A quo absuelve a uno de los 

codemandados, cuando ambos son responsables en el pago de las 

prestaciones reclamadas por su poderdante.  

 

Continúa argumentado la apelante, que de la lectura de la sentencia 

combatida, se aprecia  que la Juez natural no tomó en consideración lo 

plasmado en su escrito de demanda, ni mucho menos las probanzas 

ofrecidas y desahogadas en el proceso, ya que de la lectura de los 

razonamientos expuestos por dicha Autoridad, estos resultan infundados e 

incongruentes, toda vez que ambos demandados son responsables de las 

deudas contraídas en la sociedad conyugal respecto de su representada, 

esto en razón de que en el documento base de la acción principal, el Notario 



 

 

 

 

 

 

Público, dio fe de la Sociedad Conyugal de los demandados, lo que actualiza 

lo dispuesto en el artículo 744 del Código Civil del Estado que establece que 

las deudas contraídas durante el matrimonio por ambos consortes, o por uno 

sólo de ellos, son a cargo de la comunidad conyugal.  

 

En tal virtud alega la recurrente, la Juez de origen debió condenar a ambos 

consortes y no sólo al deudor principal, pues al momento de adquirir la 

deuda, dichos demandados ya se encontraban casados bajo el régimen de 

sociedad conyugal. También menciona que contrario a la apreciación de la 

Juez primaria de absolver a uno de los demandados, debió señalarse que 

ambos son solidariamente responsables de todos los bienes, deudas y 

derechos que durante la sociedad se hayan adquirido y que cuando se 

afecta algún bien, derecho o deuda de la comunidad conyugal, involucra o 

afecta a ambos consortes forzosamente, pues dicha sociedad no implica 

solo las ganancias que pueden producirse dentro del mismo, sino también 

implican las cargas que se produzcan.  

 

Aduce la recurrente que en la sociedad conyugal, se encuentran inmersos 

todos los beneficios y cargas que se adquieran a partir del inicio de la 

misma; asimismo, implica que ambos consortes tendrán un derecho igual en 

todo lo que conlleve a los bienes de la comunidad conyugal, tales conceptos 

indican de manera clara y precisa que cada uno de los bienes adquiridos 

individual a título oneroso o gratuito, incluyendo frutos y productos serían 

parte del caudal de la sociedad; por tanto, cada uno de los cónyuges tendrá 

la misma responsabilidad y el mismo derecho hacia todos esos bienes, 

aunado a lo anterior, aduce que la autoridad de primera instancia respecto 

del diverso demandado **** ****** ***** ****** indicó lo siguiente: “careciendo 

de legitimación pasiva en el juicio, por lo que no le corresponde responder a 

la deuda contraída por su consorte en relación con  el contrato de 

otorgamiento de crédito”, lo cual le provoca agravio, pues a su juicio, ambos 

demandados son solidariamente responsables de todos los bienes, deudas y 

derechos que durante la sociedad se hayan adquirido, y que cuando se 

afecta algún bien, deuda o derecho de la comunidad conyugal se involucra o 

afecta a ambos consortes forzosamente, pues dicha sociedad no implica 

solo las ganancias que puedan producirse sino también las cargas que se 

generen.  

 

Sigue argumentando la apelante, que la sociedad conyugal se considera 

como comunidad de bienes, lo cual vincula a los cónyuges para tener un 

derecho igual sobre cada uno de los bienes y siendo que en el caso a 

estudio, no fueron estipuladas capitulaciones matrimoniales, esto conlleva a 

un derecho igualitario entre ambos consortes y por consiguiente una carga 
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recíproca con el adeudo al cual fue condenado el demandado a lo cual la 

Juez primigenia hace caso omiso y dicta una resolución que va en contra del 

concepto de comunidad de bienes entre los cónyuges, esto al momento de 

absolver al demandado de cada una de las prestaciones reclamadas, 

provocando un agravio a su poderdante. 

 

Aduce también la recurrente como motivo de disenso, que la falta de 

inscripción de régimen patrimonial no produce efectos a terceros con 

respecto a los bienes gananciales, sin embargo se menciona de manera 

clara que los bienes inscritos producen interés jurídico en ambas partes para 

comparecer y defender lo que le corresponde como titular de un derecho que 

adquiere al momento de formar parte de la sociedad conyugal, recayendo 

nuevamente en los derechos y obligaciones que se tiene en los gananciales 

y cargas que se produzcan dentro de la sociedad conyugal a partir del 

nacimiento de la misma. 

                            

TERCERO. PRONUNCIAMIENTO. 

 

En este orden de ideas esta Alzada estima por cuestión de técnica jurídica, 

proceder a su análisis en razón a la CAUSA DE PEDIR, ya que de este 

modo se considerarán los hechos jurídicamente relevantes, con 

independencia del apartado del escrito de expresión de agravios en el que 

se manifiesten, tomando en cuenta las lesiones que el apelante dice haber 

resentido con la resolución impugnada; en consecuencia, dichos agravios 

resultan identificables con cada una de las imputaciones que el recurrente 

hace contra la actuación de la juez primigenia, y así estar en aptitud de 

poder cumplir con el deber de resolver en forma congruente y exhaustiva, 

sobre lo que efectivamente se pide y respecto a todo lo que se pide.  

 

Resulta aplicable a lo antes expuesto la tesis con número de Registro digital: 

2007671. De rubro siguiente: “AGRAVIOS EN LA APELACIÓN. SU 

CORRECTA IDENTIFICACIÓN POR EL TRIBUNAL DE ALZADA ES 

FUNDAMENTAL COMO PASO PREVIO PARA SU ESTUDIO 

(LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE QUINTANA ROO). Los artículos 610 y 

619 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Quintana Roo 

prevén la carga del apelante de expresar los agravios que le cause la 

resolución recurrida, así como el deber del tribunal de alzada de estudiarlos 

y, si bien los artículos citados no precisan regla alguna sobre cómo 

expresarlos o cómo abordar su estudio en la sentencia, esta Suprema Corte 

de Justicia de la Nación ha determinado que es suficiente la expresión clara 

de la causa de pedir, lo cual redunda en beneficio del apelante, pues facilita 

al tribunal el mejor entendimiento de sus pretensiones; y, en cuanto al 



 

 

 

 

 

 

estudio de los agravios en la sentencia, los principios rectores de la actividad 

jurisdiccional, como los de congruencia y exhaustividad de las sentencias, 

así como el deber de fundamentación y motivación previsto en el artículo 16 

de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, conducen a 

establecer la necesidad de que la sentencia, como cualquier documento que 

busca demostrar su razonabilidad, sea clara sobre los temas tratados, así 

como demostrativa de los motivos y fundamentos del tribunal para confirmar, 

revocar o modificar la sentencia de primer grado. En ese sentido, es 

fundamental que el tribunal sea cuidadoso en identificar o entender 

correctamente en qué consisten los agravios del apelante, como paso previo 

para cumplir el deber de resolver en forma congruente y exhaustiva, esto es, 

sobre lo que efectivamente se pide y respecto a todo lo que se pide. Así, 

debe identificarse correctamente la causa de pedir para estar en condiciones 

de atenderla y, en esa identificación, es importante considerar los hechos 

jurídicamente relevantes, y mediante el análisis integral del escrito de 

agravios para identificar -cualquiera que sea el apartado donde se expresen-

, todas las lesiones que el apelante dice haber resentido con la resolución. 

Además, este cuidado debe ser mayor en los escritos de agravios donde los 

argumentos puedan aparecer poco claros, desordenados o dispersos, en la 

inteligencia de que los agravios resultan identificables con cada una de las 

imputaciones que el apelante haga contra la actuación del juez; por ejemplo, 

si tergiversó la causa de pedir; si omitió considerar un hecho relevante; si 

dejó de valorar ciertas pruebas, si no concedió el correcto valor a otras; si no 

atendió a la norma aplicable, si ésta no fue interpretada correctamente, o no 

observó ciertos presupuestos procesales, entre otros.” 

 

Del minucioso estudio de las constancias que integran los autos del juicio de 

origen, a las cuales por ser actuaciones judiciales se les concede pleno valor 

probatorio de conformidad con el artículo 406 del Código de Procedimientos 

Civiles de la Entidad, se concluye que los motivos de disenso expresados 

por la apelante y que se encuentran vinculados con la absolución que hizo la 

Juez primigenia respecto del codemandado **** ****** ***** ****** son 

infundados, conclusión a la que se arriba con base en las siguientes 

razones:  

 

Como se desprende de la lectura integral de la escritura pública base de la 

acción, dicho instrumento contiene diversos actos jurídicos a saber, entre 

ellos destacan: 

 

 La compraventa de un bien inmueble ubicado en ** **** ** ******* *** 

**** ********** ******* *** ** ****** *********** ** ** ******* ***** ***** 

******** * ***** ** ** ************ ********** ****** ** **** ****** ** ******* 
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******** **** Contrato celebrado entre un tercero ajeno a la presente 

controversia y ****** ***** *******.  

 

 El otorgamiento de un contrato de apertura de crédito celebrado entre 

la citada ****** ***** ******* y el ********* (ahora actor), a fin de cubrir, 

con el importe del crédito otorgado, el precio de la venta mencionada 

en el punto anterior. 

 

 El contrato accesorio de constitución de la garantía hipotecaria, a fin 

de garantizar el crédito otorgado, indicado en el punto anterior. En 

efecto, éste se suscribió para garantizar el cumplimiento de todas y 

cada una de las obligaciones contraídas por virtud del crédito 

obtenido para la adquisición del inmueble descrito en el primer 

párrafo, constituyéndose hipoteca en primer lugar y grado en favor del 

********* *** ***** ******** ** ** ******** **** *** ************, la cual 

subsistiría hasta la total liquidación del crédito. 

 

Por otra parte, de dicho instrumento público se desprende que el 

codemandado **** ****** ***** ******, cónyuge de la obligada principal ****** 

***** *******, compareció dentro de dicho instrumento público, únicamente a 

fin de otorgar su expreso consentimiento conyugal para la constitución de la 

garantía hipotecaria.  

 

De manera que, pese a lo indicado por la parte apelante, del instrumento 

público en mención no se advierte que dicho codemandado hubiera 

comparecido para obligarse en lo personal en el Contrato de Apertura de 

Crédito Simple o como deudor solidario; concluyéndose que el antes 

mencionado no fue parte en dicho contrato, aplicándose a su favor el 

principio jurídico “res inter alios acta” que consiste en que en los contratos o 

convenios no se puede obligar más a los que en ellos intervienen; y 

pretender extender sus efectos a personas ajenas a esos contratos o 

convenios, importa para ellas una violación de garantías. 

 

Por dicha situación la parte actora no puede reclamar el pago de dicho 

crédito al ciudadano **** ****** ***** ******, ya que como se dijo, éste no 

compareció ni se obligó en el contrato de crédito que por esta vía se 

reclama, sino únicamente se obligó en la suscripción de la constitución de la 

garantía hipotecaria.  

 

En efecto, al tratarse el presente asunto de un juicio intentado en la vía civil, 

en donde se reclama como prestación principal el pago del crédito otorgado 

(no así la hipoteca que garantiza el crédito), para advertir quién está 



 

 

 

 

 

 

obligado pasivamente en la causa, es necesario acudir a lo literalmente 

pactado en el mismo. De donde claramente se advierte que en dicho 

contrato base de la acción (apertura de crédito) sólo figura un acreedor: 

********* (parte actora) y un deudor ****** ***** *******, siendo esta última la 

que tiene todas las obligaciones contractuales de dicho negocio jurídico y es 

quien debe responder por todas las consecuencias en el caso de 

incumplimiento, motivo por el cual la juez primaria resolvió de manera 

correcta al sentenciarla al pago de todas y cada una de las prestaciones que 

la parte actora le reclamó, y absolver al diverso **** ****** ***** ******, dado 

que él en ningún momento se obligó en lo personal ni como deudor solidario 

al pago del crédito, siendo que en esos términos fue demandado; 

concluyéndose de lo anterior, que en ningún momento la Juez A quo vulneró 

los derechos de la parte actora al dictar la sentencia recurrida, pues 

obtendrá el pago o cumplimiento de la obligación adeudada de la persona 

con quien directamente celebró el contrato de crédito base de la acción. 

 

Por lo que respecta a la inconformidad de la apelante en cuanto a la falta de 

análisis sobre la sociedad conyugal existente entre ****** ***** ******* y **** 

****** ***** ******, quienes al celebrar su matrimonio acordaron la constitución 

de un régimen patrimonial conyugal; pacto dentro del cual se adquieren 

derechos y obligaciones que serán iguales para ambos cónyuges, por lo que 

a su consideración, las deudas contraídas dentro del matrimonio por ambos 

consortes o por uno solo de ellos, son a cargo de la comunidad conyugal, 

como lo establecen los artículos 708 y 744 del Código Civil Vigente en la 

entidad; al respecto debe decirse, que los preceptos legales invocados son 

del tenor literal siguiente: 

 

 “Artículo 708.- Los cónyuges contribuirán económicamente al 

sostenimiento del hogar, a su alimentación y a la de sus hijos, así como 

a la educación de éstos en los términos que la ley establece, sin 

perjuicio de distribuirse la carga en la forma y proporción que acuerden 

para este efecto, según sus posibilidades, libre de patrones de género 

estereotipados. A lo anterior no está obligado el que se encuentre 

imposibilitado para trabajar y careciere de bienes propios, en cuyo 

caso, el otro atenderá íntegramente a esos gastos. 

 

Los derechos y obligaciones que nacen del matrimonio serán 

siempre iguales para los cónyuges e independientes de su aportación 

económica al sostenimiento del hogar, considerando que el trabajo 

doméstico es igual a cualquier aportación en numerario.” 
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“Artículo 744.- Las deudas contraídas durante el matrimonio por 

ambos consortes, o por uno solo de ellos, son a cargo de la 

comunidad conyugal.” 

 

De los que se advierte con meridiana claridad que el contenido de dichos 

preceptos legales en nada abona a las pretensiones de la ahora apelante, 

pues por lo que se refiere al primero de ellos, al indicar que “los derechos y 

obligaciones que nacen del matrimonio serán siempre iguales para los 

cónyuges” en realidad hace referencia a los derechos y obligaciones que 

emanan directamente de la celebración del matrimonio (y no de otros 

contratos), y que consisten en los efectos que dicho vínculo genera respecto 

de ellos mismos, de los bienes y de los hijos; es decir, alude a las 

obligaciones que atañen al estado civil de las personas, pero no puede 

interpretarse respecto de los derechos y obligaciones que emanen de un 

negocio jurídico o contrato del cual surgen obligaciones de tipo personal, 

como lo sería el contrato de crédito base de la acción, pues respecto de él, 

los efectos jurídicos emanan de sus propias cláusulas y de la interpretación 

legal y jurídica que de ellas se haga.  

 

Por lo que se refiere al segundo numeral, es claro al establecer que las 

deudas contraídas por ambos consortes (que no es el caso) o por uno solo 

de ellos (que se da en la especie) son a cargo de la comunidad conyugal; 

esto es, la propia ley señala que en todo caso quien responde es la sociedad 

conyugal (que tiene personalidad jurídica propia) y no el cónyuge del 

obligado en el contrato, como pretende la parte actora al demandar a **** 

****** ***** ****** como deudor solidario. Sostener lo contrario implicaría que 

al tratarse de una acción personal (cumplimiento de la obligación) y 

condenarse a **** ****** ***** ******, éste tuviera que responder con sus 

propios bienes, los cuales pueden ser diferentes de los que pertenecen a la 

sociedad conyugal, lo que evidentemente contraviene el espíritu del segundo 

numeral analizado.  

 

Ahora bien, del instrumento fundatorio de la acción, tanto en el apartado de 

“Cláusulas” como en el de “Hipoteca”, se desprende que el codemandado 

**** ****** ***** ******, esposo de la deudora, compareció libremente para dar 

su expreso consentimiento para el efecto de que se constituyera hipoteca 

sobre el bien inmueble que adquirió en propiedad su cónyuge con el Crédito 

otorgado a su favor, por el ********* *** ***** ******** ** ** ******** **** *** 

************, no así para obligarse en los términos del Contrato de Apertura de 

Crédito Simple, tal y como puede observarse en dicho contrato; y esto 

obedeció a que, una vez adquirida la propiedad del inmueble, éste pasó a 

pertenecer a la sociedad conyugal, y como tal, para ser gravado, requería 



 

 

 

 

 

 

del consentimiento del otro cónyuge en términos del artículo 733 del Código 

Civil vigente en el Estado; sin embargo, se insiste, la acción ejercitada en el 

presente asunto no es la especial hipotecaria.  

 

Por otra parte, y a fin de dar respuesta integral a los agravios vertidos por la 

inconforme, es preciso señalar lo previsto en los numerales 728, 729 y 733 

del Código Civil del Estado, que a la letra señalan: 

 

“Artículo 728.- El régimen de comunidad de bienes consiste en la 

formación y administración de un patrimonio común, diferente de los 

patrimonios propios de los consortes.” 

 

“Artículo 729.- La comunidad de bienes es una persona jurídica cuya 

capacidad nace desde la celebración del matrimonio.” 

 

“Artículo 733.- La administración de la comunidad conyugal 

corresponde a ambos consortes y éstos pueden convenir que uno de 

ellos sea el administrador. Los actos de dominio solo podrán realizarse 

por ambos cónyuges de común acuerdo.” 

 

De los numerales antes transcritos se advierte que nuestra legislación 

establece expresamente que la comunidad de bienes o el régimen de 

sociedad conyugal consiste en la formación y administración de un 

patrimonio común, diferente de los patrimonios propios de los 

consortes; y que la comunidad de bienes es una persona jurídica cuya 

capacidad nace desde la celebración del matrimonio y que esta comunidad 

de bienes puede ser administrada por ambos consortes o en su caso 

convenir y que uno solo de ellos la administre.  

 

Ahora bien, los artículos 708 y 744 del Código Civil del Estado, mencionados 

en párrafos anteriores y que constituyen el fundamento principal del apelante 

por virtud de los cuales argumenta que se violentan los derechos de su 

representada al no tomarse en consideración, al estimar que en ellos se 

señala que las deudas que se contraen durante el matrimonio por ambos 

consortes, o por uno solo de ellos, son a cargo de la sociedad conyugal y 

que los derechos y obligaciones que nacen del matrimonio serán siempre 

iguales para los cónyuges e independientes de su aportación económica al 

sostenimiento del hogar; debe decirse al respecto que como se indicó 

previamente, estos preceptos legales no pueden interpretarse en el sentido 

que refiere la recurrente, pues las deudas que se mencionan en ellos son a 

cargo de la comunidad conyugal, luego entonces como anteriormente quedó 

asentado, la comunidad conyugal es “una persona jurídica cuya capacidad 
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nace desde la celebración del matrimonio” y que la misma “consiste en la 

formación y administración de un patrimonio común, diferente de los 

patrimonios propios de los consortes”, por lo que finalmente se concluye que 

la persona que debe responder por las deudas que se hayan generado en 

virtud del crédito base de la acción es el cónyuge deudor a título personal; y 

la comunidad de bienes, la cual es una persona jurídica diferente de los 

cónyuges, más no el cónyuge **** ****** ***** ******, en lo personal (siendo 

que en esa calidad fue demandado por el *********).  

 

Pues de condenársele en lo personal estaría obligado a responder con sus 

propios bienes, por una deuda que no contrajo por no haber emitido su 

voluntad en ese sentido.  

 

De lo anterior se desprende que esta autoridad no puede condenar a título 

personal a **** ****** ***** ******, ya que esto depararía en su perjuicio sobre 

sus bienes propios, y esto es así ya que la codemandada ****** ***** *******,  

es la titular de las obligaciones por la deuda adquirida a título personal en 

virtud del contrato de apertura de crédito simple, y condenar también a su 

cónyuge a título personal implicaría que en lo que no alcance a cubrir los 

bienes de la obligada,  deberá responder con sus bienes propios, los cuales, 

se insiste, no son los mismos que pertenecen a la sociedad conyugal, siendo 

que **** ****** ***** ****** no firmó como deudor principal ni solidario, sino 

únicamente como cónyuge para dar su consentimiento en el contrato 

accesorio consistente en la constitución de la hipoteca. 

 

Motivo por el cual, el solo hecho de que el citado codemandado esté casado 

bajo el régimen de sociedad conyugal con la deudora no implica que por tal 

motivo deba responder en lo personal respecto de las deudas contraídas por 

****** ***** ******* y deba ser condenado junto con ella al pago del crédito.  

 

Sin que tampoco le beneficie el alegato aducido por el apelante, consistente 

en que del caso a estudio no se advierte que hayan sido estipuladas 

capitulaciones matrimoniales, ni mucho menos que se hubiese inscrito el 

régimen patrimonial de sociedad conyugal ante el Registro Público, por lo 

que no se pueden producir efectos contra terceros; ya que, la finalidad 

perseguida en relación con dicha inscripción, es dar publicidad al régimen en 

que se realizó el matrimonio, y en el caso, se observa que desde el 

momento en que se llevó a cabo el contrato de otorgamiento de crédito y 

constitución de la garantía hipotecaria, los demandados manifestaron que se 

encontraban casados bajo el régimen de sociedad conyugal, tal como se 

aprecia de la DECLARACIÓN CUARTA del apartado respectivo, que a la 

letra dice: 



 

 

 

 

 

 

 

“CUARTA.- RÉGIMEN MATRIMONIAL: “EL TRABAJADOR”, se 

encuentra casado bajo el REGIMEN DE SOCIEDAD CONYUGAL, 

con el señor **** ****** ***** ******, tal como se acredita con el acta de 

matrimonio.”   

 

De lo anterior, se evidencia que en ningún momento, la parte que obtuvo el 

crédito, en el caso ****** ***** *******, hubiese ocultado el régimen de 

sociedad conyugal en que se encontraba, sino que por el contrario, desde el 

momento en que se llevó a cabo el acuerdo de voluntades, la parte actora 

conoció dicha circunstancia, por lo que no es posible que ahora señale que 

le causa perjuicio su falta de inscripción en el Registro Público.  

 

En este orden de ideas, tomando en consideración los razonamientos arriba 

esgrimidos, este Tribunal de Alzada estima apegado a derecho 

CONFIRMAR en todos sus términos la determinación en esta vía 

impugnada. 

 

No se hace especial condena respecto al pago de costas en esta Segunda 

Instancia, al no actualizarse la hipótesis contenida en la fracción IV del 

artículo 140 del Código de Procedimientos Civiles del Estado.  

 

Asimismo es de remitirse copia certificada de la presente resolución al 

Juzgado de origen para que surta los efectos legales correspondientes y en 

su oportunidad, devuélvase el expediente original y archívese el presente 

Toca como asunto concluido.  

 

 

Por lo expuesto y fundado, es de resolverse y se:  

 

R E S U E L V E 

 

PRIMERO.- Se CONFIRMA la sentencia definitiva impugnada, con base en 

lo expuesto en el último considerando de la presente resolución.  

SEGUNDO.-No se hace especial condena respecto al pago de costas en 

esta Segunda Instancia. 

TERCERO.- Remítase copia certificada de la presente resolución al Juzgado 

de origen para que surta los efectos legales correspondientes y en su 

oportunidad, devuélvase el expediente original y archívese el presente Toca 

como asunto concluido. 

CUARTO.- NOTIFIQUESE POR LISTA ELECTRONICA Y CUMPLASE.- Así 

lo resolvió y firma DULCE MARÍA BALAM TUZ, Magistrada Numeraria 
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Titular de la 5ª Sala Especializada en Materia Civil y Mercantil del Tribunal 

Superior de Justicia del Estado, con sede en esta Ciudad de Cancún, 

Quintana Roo, ante la Secretaria de Acuerdos de la Sala, Maestra en 

Derecho REYNA ESTRELLA MEDINA GARCIA, que autoriza y da fe.- DOY 

FE.- 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Todos los textos eliminados en esta versión pública corresponden a información confidencial 
en su vertiente de datos personales y/o sensibles (nombres de las partes, estado civil, lugar 
de nacimiento, domicilio, edades y datos de localización de los inmuebles entre otros). En 
términos de los previsto en los artículos 126, 127, 129 y 137 de la Ley de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública para el Estado de Quintana Roo y 116 la Ley General de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública. 
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